
 
 

 
CARTA DE LA UNIÓN DE CONSUMIDORES DE ASTURIAS AL 

MINISTERIO DE TRANSPORTES 
 
 

A LA ATENCIÓN DEL EXCMO. SR. MINISTRO DE TRANSPORTES Y 
MOVILIDAD SOSTENIBLE D. ÓSCAR PUENTE SANTIAGO 
 
Asunto: Requerimiento formal de explicaciones institucionales ante la gestión de la AP-66, 
la inacción frente al dictamen de la Comisión Europea y la personación en el expediente 
sancionador de AUCALSA. 
 
Excmo. Sr. Ministro:  
 
Nos dirigimos a usted en representación de la Unión de Consumidores de Asturias, una 
organización firmemente comprometida con la defensa de la legalidad y los derechos de la 
ciudadanía. El motivo de esta comunicación es exigir, desde el más estricto respeto 
institucional pero con la máxima firmeza y exhaustividad, explicaciones claras y urgentes 
sobre las decisiones que su departamento viene adoptando en relación con la autopista del 
Huerna (AP-66).  
 
En primer lugar, esta organización le requiere formalmente para que aclare los motivos por 
los cuales ese Ministerio se opone de manera sistemática a permitir la revisión de oficio del 
Real Decreto del año 2000. Como es bien sabido, bajo el Gobierno de la nación de aquel 
entonces, se aprobó una prórroga de 29 años a favor de la concesionaria AUCALSA que 
extiende el peaje hasta el año 2050. Esta decisión, adoptada de forma arbitraria y "a dedo", 
prescindió por completo de los principios más elementales de luz, taquígrafos, transparencia 
y libre concurrencia.  
 
Tras una denuncia previa que activó los mecanismos de control europeos, la Comisión 
Europea abrió un expediente de infracción contra España, acreditando formalmente que 
dicha prórroga vulnera el derecho comunitario. La normativa de la Unión exigía una nueva 
licitación pública que garantizase la publicidad y la libre concurrencia de contratistas de todo 
el mercado único. Usted ha manifestado públicamente que su negativa a revisar de oficio 
este procedimiento se basa en la defensa del "interés general". Ante tal afirmación, nos 
vemos obligados a formularle una pregunta directa y obligada en un Estado de derecho: 
¿acaso el cumplimiento estricto del Derecho de la Unión Europea y el acatamiento de 
sus dictámenes jurídicos no constituyen la máxima expresión del interés general?  
 
En segundo lugar, resulta imperativo que rinda cuentas sobre la gestión del vial desde 
noviembre de 2024. Los desvíos provocados por el grave desprendimiento ("argayu"), 
sumados a las obras de modernización de los túneles que ejecuta su propio Ministerio, 
mantienen empantanado de forma simultánea más del 40% del trazado de la autopista.  
 

 



 
 
Su Ministerio disponía de la plena potestad legal y de la lógica administrativa para 
condicionar la autorización de estas obras. Lo razonable y legalmente exigible hubiese sido 
convenir con AUCALSA la suspensión temporal o, al menos, una minoración sustancial de 
las tarifas del peaje. Su departamento conocía perfectamente que la extensión de los 
trabajos distorsionaría gravemente la seguridad y la viabilidad de la circulación. A este 
perjuicio diario se suma un agravio económico intolerable para los contribuyentes: los 
trabajos se financian con fondos públicos de la Unión Europea mientras los usuarios siguen 
pagando un peaje íntegro de 16,20 euros por un servicio tan deficiente. 
 
La situación es ya insostenible debido al flagrante incumplimiento de los plazos. Las 
actuaciones en los túneles debían finalizar en diciembre de 2025; nos encontramos a las 
puertas de septiembre de 2026 y los retrasos son flagrantes. La gravedad de la falta de 
previsión ha quedado demostrada este último fin de semana con el desprendimiento de 
placas en el túnel de El Negrón, que obligó al cierre total de la autopista y a desviar de 
forma temeraria el tráfico por el puerto de Pajares.  
 
Por último, en relación con la intención de su Ministerio de personarse en el expediente 
sancionador de 1,1 millones de euros abierto por la Dirección General de Consumo del 
Principado de Asturias [1] —procedimiento que trae causa directa de la denuncia 
presentada por esta Unión de Consumidores—, queremos trasladarle que recibimos su 
personación con absoluto agrado.  
 
Su presencia en el expediente formalizará su participación en el proceso y le otorgará una 
oportunidad excepcional. Ante los órganos instructores, y de cara a los ciudadanos 
afectados, usted tendrá que explicar detalladamente las razones de la persistente obsesión 
de su Ministerio por proteger de manera preferente los intereses económicos de AUCALSA. 
Deberá justificar por qué se amparó primero una prórroga ilegal y por qué se cohonestan 
ahora unas prácticas abusivas que vulneran de forma flagrante los derechos de los 
consumidores, en abierta contradicción con la doctrina que el propio Tribunal Supremo ya 
fijó de forma nítida en un escenario menos gravoso en Galicia con el caso del Puente de 
Rande (AP-9).  
 
Los ciudadanos asturianos merecen una respuesta pública, jurídica y política que esté a la 
altura de los perjuicios que sufren diariamente en la principal vía de comunicación de su 
región. 
 
 A la espera de sus explicaciones oficiales, reciba un atento saludo.  
 
 
En Oviedo, a 25 de agosto de 2026.  
 
Dacio Alonso  
Presidente de la Unión de Consumidores de Asturias 

 


